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LEY DE OBRAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE TLAXCALA

LEY DE OBRAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE TLAXCALA.

Al margen un sello con el Escudo Nacional que dice Estados Unidos Mexicanos. H. Congreso del Estado Libre y Soberano. Tlaxcala. Poder Legislativo.

C. JOSÉ ANTONIO CRUZ ÁLVAREZ LIMA, Gobernador del Estado, a sus habitantes sabed:

Que por conducto de la Secretaría del Honorable Congreso del Estado, se me ha comunicado lo siguiente:

EL CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE TLAXCALA, A NOMBRE DEL PUEBLO DECRETA.

NUMERO 160

LEY DE OBRAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE TLAXCALA

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de orden público e interés social y tiene por objeto regular las acciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, gasto, ejecución, conservación, mantenimiento, demolición y control de las obras públicas y los servicios relacionados con las mismas que realicen:

I.- 
La Secretaría de Obras Públicas, Desarrollo Urbano y Vivienda del Estado.

II.-
Los Ayuntamientos, por conducto de las Presidencias Municipales y en su caso las Presidencias Municipales Auxiliares.

ARTÍCULO 2.- Las obras públicas así como los servicios relacionados con las mismas, a que se refieren las Fracciones VIII y IX del Artículo 3 de la presente Ley, que requieran las Dependencias o Entidades del Ejecutivo establecidas en el Artículo 1º de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Tlaxcala, serán ejecutadas por la Secretaría de Obras Públicas, Desarrollo Urbano y Vivienda del Estado.

ARTÍCULO 3.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I.-
Contraloría del Estado: La Contraloría del Ejecutivo Estatal.

II.-
Contraloría Mayor: La Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos del Congreso del Estado.

III.-
Ayuntamiento: El Ayuntamiento de cada Municipio.

IV.-
Contratista: La persona física o moral que celebre contratos de obras públicas y de servicios relacionados con la misma.

V.-
Destajista: La persona que realiza trabajos artesanales inherentes a un oficio y que ejecute parcial o totalmente, por sí o en apoyo a otra especialidad, la obra pública en administración directa o en los casos especiales señalados en la presente Ley.

VI.-
Instituciones: Las señaladas en el artículo primero de esta Ley.

VII.-
SECODUVI: La Secretaría de Obras Públicas, Desarrollo Urbano y Vivienda del Estado.

VIII.-
Obras públicas: Todos los trabajos que tengan por objeto construir, instalar, conservar, mantener, reparar, modificar y demoler bienes inmuebles por su naturaleza o por disposición de la Ley, siempre que se realicen con fondos estatales o municipales.

IX.-
Servicios relacionados con las obras públicas: Todos los trabajos que tengan por objeto concebir, diseñar, proyectar y calcular los elementos que integran un proyecto de obra pública; así como los relativos a las investigaciones, asesorías y consultorías especializadas; la dirección y supervisión de la ejecución de las obras y los estudios que tengan por objeto rehabilitar, corregir o incrementar la eficiencia de las instalaciones.

ARTÍCULO 4.- El gasto de la obra pública se sujetará, en su caso, a las disposiciones específicas en materia presupuestal del Estado y de los Municipios que les resulten aplicables.

ARTÍCULO 5.- La SECODUVI, en el ámbito de su competencia, será la única facultada para interpretar administrativamente esta Ley, para cuyo efecto dictará las disposiciones administrativas de carácter general o particular que sean estrictamente necesarias para su adecuado cumplimiento, sin perjuicio de las atribuciones que la Ley Orgánica Municipal confiere a los Ayuntamientos del Estado.

Las disposiciones de carácter general que sean expedidas, previamente a su entrada en vigor, deberán ser publicadas en el Periódico Oficial, para que tengan carácter obligatorio. No será necesario la publicación anterior, cuando se trate de respuestas a las consultas normativas de carácter particular que le formulen a la SECODUVI las Instituciones.

ARTÍCULO 6.- Las Instituciones serán las responsables de que, en el ámbito de sus respectivas competencias, se adopten e instrumenten las acciones necesarias para el eficaz cumplimiento de esta Ley y se observen los criterios que estimulen el desarrollo administrativo, la descentralización de funciones y la delegación de facultades, para que las obras públicas coadyuven al crecimiento y promoción estatal y municipal.

ARTÍCULO 7.- Las Instituciones podrán contratar asesoría técnica para la realización de investigaciones de mercado, mejoramiento de los sistemas de ejecución de obras públicas, la verificación de precios, pruebas de calidad y otras actividades vinculadas con el objeto de esta Ley, debiendo poner a disposición de las demás Instituciones, cuando así lo soliciten, los resultados de los trabajos de los respectivos contratos de asesoría técnica.

ARTÍCULO 8.- En lo no previsto por esta Ley, serán aplicables supletoriamente las disposiciones del Código Civil y de Procedimientos Civiles vigente en el Estado.

ARTÍCULO 9.- Cuando para la ejecución de alguna obra se requiera la participación del Estado y de uno o más Municipios, por tratarse de trabajos que se ejecutarán con cargo a fondos estatales y municipales, corresponderá a la SECODUVI, suscribir en representación del Ejecutivo, los respectivos convenios con los Ayuntamientos interesados.

Cuando para la ejecución de obras públicas se requiera la intervención de dos o más Ayuntamientos, se deberán suscribir los respectivos Convenios, en los términos de la Ley Orgánica Municipal, y quedará a cargo de cada uno de ellos la responsabilidad sobre la ejecución de la parte de la obra que le corresponda, pudiendo acudir a la SECODUVI, para recibir la asesoría en todo el proceso de planeación, programación, ejecución y control de obras.

ARTÍCULO 10.- Las controversias que se susciten con motivo de las inconformidades que los particulares interpongan para la interpretación o aplicación de esta Ley o de los contratos celebrados con base en ella, serán resueltas, según sus ámbitos de competencia, por la Contraloría Mayor, la Contraloría del Estado y por el Ayuntamiento de cada Municipio, sin perjuicio de acudir a los Tribunales competentes del Estado.

Todos los actos, acuerdos, cláusulas compromisorias, contratos y convenios que las Instituciones realicen en contravención a lo dispuesto por esta Ley, serán nulos de pleno derecho.

TÍTULO SEGUNDO

CAPÍTULO ÚNICO

DE LA PLANEACIÓN, PROGRAMACIÓN Y PRESUPUESTACIÓN

ARTÍCULO 11.- En la Planeación de las obras públicas y de los servicios relacionados con las mismas, las Instituciones deberán ajustarse al Plan Rector de Desarrollo Urbano y a:

I.-
La jerarquización de las necesidades estatales y municipales y el beneficio social, económico y ecológico que representen.

II.-
La disponibilidad de recursos económicos, con relación a las necesidades de la obra pública.

ARTÍCULO 12.- Las Instituciones estarán obligadas a prever los efectos sobre el medio ambiente que puedan ocasionar las obras públicas que realicen, con sustento en los estudios de impacto ambiental previstos por las Leyes en la materia.

Los proyectos deberán incluir las obras necesarias para que se preserven o restauren las condiciones ambientales, cuando éstas pudieran deteriorarse, para cuyo efecto se deberá dar la intervención que corresponda a las dependencias y entidades competentes en el ámbito federal, estatal y municipal.

ARTÍCULO 13.- Las Instituciones que realicen obras públicas, sea por contrato o por administración directa, así como los contratistas con quienes aquéllas contrate, deberán observar las disposiciones que en materia de construcción rijan en el ámbito estatal y municipal.

Las Instituciones, previamente a la realización de las obras públicas deberán tramitar y obtener de las autoridades competentes los dictámenes, permisos, licencias, derechos de vía, expropiación de inmuebles, derechos de explotación de bancos de materiales, cuando sea el caso, y demás autorizaciones que se requieran.

Las autoridades competentes deberán otorgar a las Instituciones que realicen obras públicas, las facilidades necesarias para su ejecución.

ARTÍCULO 14.- Las Instituciones podrán convocar, adjudicar o llevar a cabo obras públicas solamente cuando cuenten con recursos disponibles dentro de su presupuesto aprobado y en las partidas correspondientes.

Además, deberán contar con los terrenos, estudios, proyectos, normas y especificaciones de construcción totalmente terminados o con un avance en su desarrollo, que permita a los contratistas interesados preparar sus propuestas en forma solvente y ejecutar ininterrumpidamente los trabajos hasta su conclusión.

TÍTULO TERCERO

CAPÍTULO I

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE ADJUDICACIÓN

DE CONTRATOS

ARTÍCULO 15.- Las Instituciones podrán ejecutar obras públicas, a través de las siguientes modalidades:

I.-
Por contrato.

II.-
Por administración directa.

ARTÍCULO 16.- Las obras públicas que se ejecuten por contrato, deberán ser adjudicadas, mediante los procedimientos que a continuación se señalan:

Por licitación pública, mediante convocatoria, para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, de acuerdo con lo que establece la presente Ley.

Por invitación restringida, conforme a las siguientes alternativas:

a).-
Invitación a cuando menos tres contratistas.

b).-
Adjudicación directa.

CAPÍTULO II

DE LA LICITACIÓN PÚBLICA

ARTÍCULO 17.- Las licitaciones públicas serán nacionales y únicamente podrán participar personas de nacionalidad mexicana.

ARTÍCULO 18.- Todo interesado que satisfaga los requisitos de la convocatoria y las bases de la licitación, tendrá derecho a presentar su proposición. Para tal efecto, las Instituciones no podrán exigir requisitos adicionales a los previstos por esta Ley y su Reglamento. Asimismo, las Instituciones proporcionarán a todos los participantes igual acceso a la información relacionada con la licitación, a fin de evitar favorecer a alguna persona.

ARTÍCULO 19.- El procedimiento de licitación pública está integrado por las siguientes etapas, cuyos términos y condiciones se señalan en el Reglamento de esta Ley:

I.-
Elaboración y publicación de la convocatoria.

II.-
Elaboración y venta o entrega de las bases.

III.-
Visita técnica al sitio de los trabajos y, en su caso, junta de aclaraciones a las bases de licitación.

IV.-
Acto de presentación y apertura de proposiciones, el que a su vez se divide en dos etapas:

a).-
Primera Etapa: Apertura de proposiciones técnicas y evaluación cuantitativa y cualitativa.

b).-
Segunda Etapa: Apertura de proposiciones económicas y evaluación cuantitativa y cualitativa.

V.-
Fallo.

VI.-
Formalización del contrato.

ARTÍCULO 20.- Para hacer la evaluación de las proposiciones, las Instituciones deberán verificar que las mismas incluyan la información, documentos y requisitos solicitados en las bases de la licitación; que el programa de ejecución sea factible de realizar dentro del plazo solicitado, con los recursos considerados por el licitante y que las características, especificaciones y calidad de los materiales sean las requeridas por la convocante.

Las Instituciones también verificarán debidamente el análisis, cálculo e integración de los precios unitarios, conforme a las disposiciones que expida la SECODUVI.

Una vez hecha la evaluación de las proposiciones, el contrato se adjudicará de entre los licitantes, a aquel cuya propuesta resulte solvente porque reúne, las condiciones legales, técnicas y económicas requeridas por la convocante y garantice satisfactoriamente el cumplimiento de las obligaciones respectivas.

Si resultare que dos o más proposiciones son solventes porque satisfacen la totalidad de los requerimientos solicitados por la convocante en los términos del párrafo anterior, el contrato se adjudicará a quien presente la proposición solvente cuyo precio sea el más bajo.

La Institución convocante emitirá un dictamen que servirá como fundamento para la emisión del fallo, en el que se hará constar el análisis de las proposiciones admitidas, y se hará mención de las proposiciones desechadas y los motivos de ello.

ARTÍCULO 21.- Las Instituciones no adjudicarán el contrato, cuando a su juicio las posturas presentadas no reúnan los requisitos de las bases de la licitación o sus precios no fueren aceptables, en cuyo caso la declararán desierta y expedirán una segunda convocatoria.

Las Instituciones podrán cancelar una licitación pública por casos fortuitos o de fuerza mayor.

CAPÍTULO III

DE LAS EXCEPCIONES A LA LICITACIÓN

PÚBLICA
ARTÍCULO 22.- En los supuestos y con sujeción a las formalidades que preven los Artículos 33 y 34 de esta Ley, las Instituciones, bajo su responsabilidad, podrán optar por no llevar a cabo el procedimiento de licitación pública y celebrar contratos de obra pública, a través de un procedimiento de invitación restringida, siempre y cuando cuenten para ello en forma previa con la autorización de la Secretaría de Finanzas y la Contraloría del Estado, tratándose de obras públicas que ejecute la SECODUVI, o de los Ayuntamientos, en el caso de obras públicas municipales.

La opción que las Instituciones ejerzan, deberá fundarse, según las circunstancias que concurran en cada caso, en criterios de economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado o para el Municipio, según corresponda. Asimismo, las Instituciones no se sujetarán a las formalidades previstas en esta Ley, cuando existan condiciones o circunstancias extraordinarias o imprevistas.

ARTÍCULO 23.- Las Instituciones, bajo su responsabilidad, podrán contratar obras públicas, sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, cuando:

I.-
El contrato solo pueda celebrarse con una determinada persona, por tratarse de la titularidad de patentes, derechos de autor, u otros derechos exclusivos.

II.-
Peligre o altere el orden social, la economía, los servicios públicos, la salubridad, la seguridad o el ambiente de alguna zona o región del Estado, como consecuencia de desastres producidos por fenómenos naturales, casos fortuitos o de fuerza mayor; o bien, existan circunstancias que pudieren propiciar pérdidas o costos adicionales importantes.

III.-
Se hubiere rescindido el contrato respectivo, por causas imputables al contratista. En estos casos las Instituciones verificarán conforme al criterio de contratación, si existe una proposición que resulte aceptable, en cuyo caso el contrato se celebrará con el contratista correspondiente.

IV.-
Se realicen dos licitaciones públicas sin que en ambas se hubiesen recibido proposiciones solventes.

V.-
Se trate de trabajos de conservación, mantenimiento, restauración, reparación y demolición de inmuebles, en los que no sea posible precisar su alcance, establecer el catálogo de conceptos, cantidades de trabajo, determinar las especificaciones correspondientes o elaborar el programa de ejecución.

VI.-
Se trate de trabajos que requieran fundamentalmente de mano de obra que la Institución contrate directamente con los habitantes beneficiarios de la localidad o del lugar donde deban realizarse los trabajos o con las personas morales o agrupaciones legalmente establecidas y constituidas por los propios habitantes beneficiarios.

VII.-
Se trate de servicios profesionales prestados por personas físicas, cuando sean realizados por sí mismas, sin requerir de la utilización de más de un especialista o técnico.

Las Instituciones preferentemente invitarán a cuando menos tres contratistas, salvo que ello, a su juicio, no resulte posible o conveniente, en cuyo caso utilizarán el procedimiento de adjudicación directa. En cualquier supuesto se convocará a la o las personas que cuenten con capacidad de respuesta inmediata, así como con los recursos técnicos, financieros y demás que sean necesarios, de acuerdo con las características de los trabajos a ejecutar.

ARTÍCULO 24.- Las Instituciones podrán llevar a cabo el procedimiento de invitación restringida, bajo la modalidad de invitación a cuando menos tres contratistas, según corresponda, o por adjudicación directa, cuando el importe de cada operación no exceda de los montos máximos que al efecto establezca la Ley del Presupuesto de Egresos del Estado y de los Municipios.

ARTÍCULO 25.- En caso de emergencia, siempre que se trate de salvaguardar la integridad, la seguridad o la soberanía del Estado, las Instituciones podrán bajo su responsabilidad autorizar la contratación directa de la obra pública y del gasto correspondiente, así como establecer los medios de control que estimen necesarios, sin perjuicio de la posterior comprobación efectiva de la aplicación de los recursos, de conformidad con lo establecido en la presente Ley, ante la Secretaría de Finanzas, la Contraloría del Estado, la Contraloría Mayor y la de los Ayuntamientos según el caso.

CAPÍTULO IV

DE LOS SERVICIOS RELACIONADOS

CON LA OBRA PÚBLICA

ARTÍCULO 26.- Las Instituciones podrán contratar servicios relacionados con las obras públicas, en los términos definidos en el Artículo 3 Fracción IX de esta Ley, bajo la modalidad de adjudicación directa.

La decisión que tomen las Instituciones en relación con la adjudicación directa, deberá estar fundamentada en criterios de calidad, eficiencia, eficacia, imparcialidad, honestidad, tiempo y economía, buscando garantizar al Estado y a los Municipios, las mejores condiciones de contratación.

ARTÍCULO 27.- No quedarán comprendidos dentro de los servicios a que se refiere el Artículo anterior, los que tengan como fin la ejecución de la obra por cuenta y orden de las Instituciones, bajo la modalidad de administración directa, por lo que no podrán celebrarse contratos de servicios para dicho objeto.

TÍTULO CUARTO

CAPÍTULO ÚNICO

DE LA ADMINISTRACIÓN DIRECTA

ARTÍCULO 28.- Las Instituciones realizarán trabajo por administración directa, siempre que posean la capacidad técnica y los elementos necesarios para tal efecto y podrán:

I.-
Utilizar la mano de obra local que se requiera, lo que invariablemente deberá llevarse a cabo por obra determinada, a través de destajistas.

II.-
Alquilar el equipo y maquinaria de construcción complementaria.

III.-
Utilizar preferentemente los materiales de la región.

IV.-
Utilizar los servicios de fletes y acarreos complementarios que se requieran.

En la ejecución de las obras por administración directa, bajo ninguna circunstancia, podrán participar terceros como contratistas, sean cuales fueren las condiciones particulares, naturaleza jurídica o modalidades que éstos adopten.

Cuando se requieran equipos, instrumentos, elementos prefabricados terminados, materiales u otros bienes que deban ser instalados, montados, colocados o aplicados, la adquisición se regirá por las disposiciones correspondientes a tal materia.

Previamente a la ejecución de la obra, las Instituciones emitirán el acuerdo respectivo, del cual formará parte la descripción pormenorizada de la obra que se deba ejecutar, los proyectos, planos, especificaciones, programas de ejecución, suministro de materiales, equipos y el presupuesto correspondiente.

La Contraloría del Estado y los Ayuntamientos de cada Municipio, previamente a la ejecución de las obras públicas por administración directa, verificarán que las Instituciones cuenten con los terrenos, programas de ejecución, de utilización de recursos humanos y de utilización de maquinaria y equipo de construcción.

ARTÍCULO 29.- La ejecución de los trabajos estará a cargo de las Instituciones a través de la residencia de obra; una vez concluida la obra pública por administración directa, deberá entregarse al área responsable de su operación o de su conservación y mantenimiento.

ARTÍCULO 30.- La Institución deberá prever y proveer todos los recursos humanos, técnicos, materiales y económicos necesarios para que la ejecución de los trabajos se realice de conformidad con lo señalado en los proyectos, planos, especificaciones técnicas, programas de ejecución, suministro y los procedimientos de ejecución.

TÍTULO QUINTO

CAPÍTULO ÚNICO

DE LA EJECUCIÓN DE OBRAS PÚBLICAS

ARTÍCULO 31.- Para los efectos de esta Ley, los contratos de obra pública y de servicios relacionados con la misma, podrán ser:

I.- 
Sobre la base de precios unitarios, en cuyo caso el importe de la remuneración o pago total que deba cubrirse al contratista, se hará por unidad de concepto de trabajo terminado.

II.-
A precio alzado, en los que el importe de la remuneración o pago total fijo que deba cubrirse al contratista, será por la obra totalmente terminada y ejecutada en el plazo establecido.

Las proposiciones que presenten los contratistas para la celebración de estos contratos, tanto en sus aspectos técnicos como económicos, deberán estar desglosadas por lo menos en cinco actividades principales.

III.-
Mixtos, en los que se contenga una parte de los trabajos sobre la base de precios unitarios y otra a precio alzado.

Los contratos a precio alzado o la parte de los mixtos de esta naturaleza, no podrán ser modificados en monto o en plazo, ni estarán sujetos a ajustes de costos; sin embargo, cuando con posterioridad a la adjudicación de un contrato se presenten circunstancias económicas de tipo general, como resultado de situaciones supervinientes ajenas a la responsabilidad de las partes, que provoquen directamente un aumento o reducción de los costos de los trabajos no ejecutados conforme al programa originalmente pactado, y que por tal razón no pudieron haber sido objeto de consideración en la propuesta que sirvió de base para la adjudicación del contrato correspondiente, las Instituciones podrán reconocer incrementos o podrán requerir reducciones conforme a los lineamientos que expida la SECODUVI.

ARTÍCULO 32.- En el Reglamento de la presente Ley, se especificarán los procedimientos para la ejecución de obras públicas, en materia de:

I.-
Modelo de contrato.

II.-
Subcontratación.

III.-
Garantías.

IV.-
Anticipos.

V.-
Residencia de supervisión.

VI.-
Pago de estimaciones.

VII.-
Ajustes de costos.

VIII.-
Rescisión, terminación anticipada y suspensión temporal de contratos.

IX.-
Modificaciones de contratos.

X.-
Trámite de recepción y finiquito de contratos.

TÍTULO SEXTO

CAPÍTULO ÚNICO

DE LA INFORMACIÓN Y VERIFICACIÓN

ARTÍCULO 33.- La forma y términos en que las Instituciones deberán remitir a la Contraloría Mayor, a la Contraloría del Estado y a los Ayuntamientos de cada Municipio, según corresponda, la información relativa a los actos y contratos materia de esta Ley, serán establecidos de manera sistemática y coordinada por dichas instancias en el ámbito de su competencia.

Las autoridades institucionales, sólo estarán obligadas a conservar a aquellos documentos que ellas mismas determinen como esenciales. Los documentos considerados por las autoridades como no esenciales permanecerán en archivos efímeros y podrán desecharse de manera periódica.

ARTÍCULO 34.- La Contraloría Mayor, la Contraloría del Estado y los Ayuntamientos de cada Municipio, en el ejercicio de sus respectivas atribuciones, podrán realizar las visitas e inspecciones que estimen pertinentes a las Instituciones que realicen obra pública e igualmente podrán solicitar de los servidores públicos de los contratistas y destajistas que participen en ellas, todos los datos e informes relacionados con los actos de que se trate, siempre y cuando medie petición debidamente fundada y motivada.

TÍTULO SÉPTIMO

CAPÍTULO ÚNICO

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

ARTÍCULO 35.- Los contratistas que infrinjan las disposiciones contenidas en esta Ley, serán sancionados por la Contraloría del Estado y los Ayuntamientos de cada Municipio, según corresponda, con multa de cincuenta hasta trescientas veces el salario mínimo general vigente en el Estado, elevado al mes en la fecha de la infracción, conforme al procedimiento previsto en el Artículo 39 de la presente Ley.

ARTÍCULO 36.- Sin perjuicio de la sanción económica prevista en el Artículo anterior, los contratistas que se encuentren en los supuestos que a continuación se enuncian, no podrán presentar propuestas ni celebrar contratos sobre las materias objeto de esta Ley, durante el plazo que establezca la Contraloría Mayor, la Contraloría del Estado y los Ayuntamientos de cada Municipio, según corresponda, el cual no será menor de seis meses ni mayor de dos años, contados a partir de la fecha en que el contratista haya incurrido en el supuesto respectivo:

I.-
Los que no hubieren cumplido sus obligaciones contractuales respecto de las materias reguladas por esta Ley, por causas imputables a ellos y que, como consecuencia, hubiere sido perjudicada gravemente la Institución respectiva.

II.-
Aquellos que hubieren proporcionado información que resulte falsa, o que hubieren actuado con dolo o mala fe en algún proceso para la adjudicación de un contrato, en su celebración, durante su vigencia, o bien, en la presentación o desahogo de una inconformidad.

III.-
Los que en virtud de la información con que cuenten la Contraloría Mayor, la Contraloría del Estado y los Ayuntamientos de cada Municipio, según corresponda, hubieren celebrado contratos en contravención a lo dispuesto por esta Ley.

ARTÍCULO 37.- Las sanciones a que se refieren los Artículos 35 y 36, se aplicarán conforme a los siguientes criterios:

I.-
Se tomará en cuenta la gravedad de la infracción, las condiciones del infractor y la conveniencia de eliminar prácticas tendientes a infringir en cualquier forma las disposiciones de esta Ley.

II.-
Cuando sean varios los responsables, a cada uno se le impondrá el total de la sanción o multa.

III.- 
Tratándose de reincidencia, se impondrá otra sanción o multa mayor dentro de los límites señalados en los Artículos 35 y 36.

ARTÍCULO 38.- No se impondrán sanciones cuando el infractor hubiere incurrido en la falta por causas de fuerza mayor o de caso fortuito, o cuando se observe en forma espontánea el precepto que se hubiere dejado de cumplir. No se considerará que el cumplimiento es espontáneo cuando la omisión sea descubierta por las autoridades o medie requerimiento, visita, excitativa o cualquier otra gestión efectuada por las mismas.

ARTÍCULO 39.- En el procedimiento para la aplicación de las sanciones o multas a que se refiere este Capítulo, se observarán las siguientes reglas:

I.-
Se comunicarán por escrito al presunto infractor los hechos constitutivos de la infracción, para que dentro del término que para tal efecto se señale y que no podrá ser menor a diez días hábiles, exponga lo que a su derecho convenga y aporte las pruebas que estime pertinentes.

II.-
Transcurrido el término a que se refiere la Fracción anterior, se resolverá considerando los argumentos y pruebas que se hubieren hecho valer.

III.-
La resolución será debidamente fundada y motivada y se comunicará por escrito al afectado.

En lo conducente, este Artículo será aplicable en las rescisiones administrativas que lleven a cabo las Instituciones por causas imputables a los contratistas.

TÍTULO OCTAVO

CAPÍTULO ÚNICO

DEL RECURSO DE INCONFORMIDAD

ARTÍCULO 40.- Contra los actos y resoluciones que dicten y ejecuten las Instituciones en materia de obras públicas, los contratistas y destajistas, así como terceros con interés legal, podrán interponer recurso de inconformidad, bajo protesta de decir verdad, dentro de los cinco días hábiles siguientes, contados a partir de que ocurran los actos que les causen agravio, ante la Contraloría Mayor, la Contraloría del Estado o los Ayuntamientos de cada Municipio, según corresponda.

ARTÍCULO 41.- El procedimiento para la substanciación del recurso, la suspensión de los actos, plazos, pruebas y requisitos, serán los que establezca el Reglamento de esta Ley.

ARTÍCULO 42.- Las resoluciones que emitan la Contraloría Mayor, la Contraloría del Estado o los Ayuntamientos de cada Municipio, tendrán por consecuencia:

I.-
La nulidad del procedimiento a partir del acto o actos irregulares, estableciendo las directrices necesarias para que el mismo se realice conforme a la Ley.

II.-
La nulidad total del procedimiento.

III.-
La declaración de improcedencia del recurso de inconformidad.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- La presente Ley  entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se abroga la Ley de Obras Públicas del Estado de Tlaxcala, expedida por el Honorable Congreso del Estado, mediante Decreto número 35, de fecha 28 de agosto de 1984, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 35, Tomo LXXVIII, de fecha 29 de agosto de 1984.

ARTÍCULO TERCERO.- El Reglamento de la presente Ley de Obras Públicas, deberá ser expedido por la Secretaría de Obras Públicas, Desarrollo Urbano y Vivienda, en tanto no se expida el mismo, seguirán aplicándose las disposiciones administrativas, emitidas en esta materia, en todo lo que no se oponga a la presente Ley.

AL EJECUTIVO PARA QUE LA SANCIONE Y MANDE PUBLICAR

Dado en la Sala de Sesiones del Palacio Juárez, Recinto Oficial del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, en la ciudad de Tlaxcala de Xicohténcatl, a los treinta y un días del mes de marzo de mil novecientos noventa y ocho.

C. Reynaldo Acoltzi Conde.- DIPUTADO PRESIDENTE.- Rúbrica.- C. Gisela Santacruz Santacruz.- DIPUTADA SECRETARIA.- Rúbrica.- C. Luis Angel González Otero.- DIPUTADO SECRETARIO.- Rúbrica.

Por tanto mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento.

Dado en el Palacio del Poder Ejecutivo del Estado, en la Ciudad de Tlaxcala de Xicohténcatl, a los treinta y un días del mes de Marzo de mil novecientos noventa y ocho.

EL GOBERNADOR DEL ESTADO.- JOSÉ ANTONIO CRUZ ÁLVAREZ LIMA.- Rúbrica.- EL SECRETARIO DE GOBIERNO.- CARLOS HERNÁNDEZ GARCÍA.- Rúbrica.

* * * * *
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